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“FINANCIACIÓN SANITARIA DE CIUDADANOS EXTRANJEROS EN LA COMUNIDAD VALENCIANA”
INTRODUCCION

La Comunidad Valenciana por sus características climáticas, orograficas y socioeconómicas, además de un sector servicios decantado al turismo, posee una distribución propia demográfica y frecuentación de personas de otras nacionalidades ya sea de carácter estable (residentes) u ocasionales (estancias) de carácter diferencial al resto del Estado.
El grupo de extranjeros residentes tanto los que la han obtenido en el régimen general      (extranjero a quien no resulta de aplicación el régimen comunitario, aplicándosele con carácter principal el régimen establecido en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social), como en el régimen Extranjero en régimen comunitario (extranjero a quien resulta de  aplicación el régimen establecido en el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo) poseen el derecho a las prestaciones sanitarias en las mismas condiciones que el resto de ciudadanos españoles según se reconoce por la Ley General de Sanidad en su articulo 1  (Son titulares del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria todos los españoles y los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional), la Ley de Cohesión y Calidad del SNS en su articulo 3 y la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero sobre los Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social en su articulo 12.
Sin embargo ya este primer grupo plantea un problema relativo al lugar de residencia que exige el empadronamiento para recibir la prestación sanitaria y que origina diferentes situaciones con colectivos con residencia temporal en nuestra Comunidad y sin residencia documentada que mas adelante trataremos.
Otro segundo grupo a considerar es el colectivo de extranjeros en situación irregular en territorio español, que bajo el concepto de asistencia solidaria a grupos desfavorecidos tiene el derecho reconocido y regulado a la “tarjeta solidaria” en el decreto 26/2000, de 22 de febrero, del Gobierno Valenciano, por el que se establece el derecho a la asistencia sanitaria a ciudadanos extranjeros en la Comunidad Valenciana y se crea la Tarjeta Solidaria, que también requiere del análisis que permita conocer objetivamente su disposición como será valorado mas adelante.
Por último deberemos hacer referencia a los extranjeros con estancia temporal en nuestra comunidad y que poseen en términos generales derecho a la asistencia sanitaria pública de urgencia ante la contracción de enfermedades graves o accidentes, cualquiera que sea su causa, y a la continuidad de dicha atención hasta la situación de alta médica (artículo 12 Ley Orgánica 4/2000). La interpretación de esta ley plantea diferentes problemas en los que deberemos hacer hincapié ya que originan diversas situaciones relacionadas con la prestación en situaciones no siempre bien delimitadas dentro de la urgencia y gravedad que conforman el mal llamado “turismo sanitario” interpretado como el aprovechamiento de nuestra cartera de servicios en situaciones no contempladas por la ley y que no carecen de importancia en nuestra comunidad.

No debería confundirse esta practica con la oferta sanitaria como motor del turismo que, muy al contrario, es una practica a desarrollar como elemento de atracción basado en la calidad, seguridad y excelencia dentro de la Comunidad Valenciana y que ligado a prestaciones del sector privado favorece su nivel de competencia (técnicas de reproducción asistida, cirugía estética, rehabilitación, etc.).
El análisis de la asistencia a extranjeros en nuestra Comunidad incluirá la referencia a la directiva europea de asistencia sanitaria transfronteriza que recientemente ha sido rechazada por nuestro país y obviamente por nuestra región tratando de explicar cual es nuestra postura.

EXTRANJEROS RESIDENTES

En la Comunidad Valenciana viven desde hace algunas décadas un número creciente de europeos, pero en los últimos años el flujo de llegadas más importante tiene su origen en otros países y se debe a la inmigración de personas que buscan trabajo.

Entre los residentes extranjeros en la Comunidad Valenciana algunas nacionalidades tienen un gran peso, concentrándose en esas comunidades un elevado porcentaje de la población inmigrante. En el caso de los ciudadanos de la UE, los del Reino Unido y Alemania son los más numerosos, representando el 61,7% del total. Entre los ciudadanos no comunitarios, cuatro países tienen un peso superior al 10% y juntos representan más del 50% del total: Ecuador (16,4%), Colombia (13,4%), Marruecos (11,5%) y Rumania (10,7%).
La comunidad extranjera en la Comunitat Valenciana supone ya el 16,8% del total de los residentes en la autonomía, con una cifra total de 847.339 empadronados procedentes de otros países.

En términos relativos, la Comunitat Valenciana es la segunda autonomía con mayor número de inmigrantes censados, donde suponen el 16,8% de la población. El primer puesto lo ocupa las Islas Baleares (20,7%).

Un total de 542.000 extranjeros cuentan con un certificado de registro o tarjeta de residencia (cifra menor que los empadronamientos) en la Comunidad Valenciana a fecha de 30 de junio de 2008, según el último informe trimestral del Observatorio Permanente de la Inmigración.

Los extranjeros residentes (“inscritos en el padrón del municipio en el que residan habitualmente”), tienen derecho a acceder a los servicios sanitarios públicos y recibir las prestaciones que integran el catálogo de prestaciones del sistema nacional de salud recogido en la ley de Cohesión y Calidad del SNS, en las mismas condiciones que los ciudadanos españoles, según la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero sobre los Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social. 

En consecuencia:

a) Equiparación plena respecto de los ciudadanos españoles en cuanto al acceso a los servicios sanitarios y a las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.

b) No se condiciona el acceso a las prestaciones a la concurrencia de requisito alguno.

c) Tienen derecho a acceder a todas las prestaciones del catálogo establecido en la Ley de Cohesión y Calidad del SNS:

Atención primaria

Atención especializada

Prestaciones farmacéuticas.

Asistencia sociosanitaria.

Prestaciones 

El acceso se realiza en las mismas condiciones y con los mismos requisitos exigidos a los españoles, no pudiendo existir discriminación alguna por razón de nacionalidad o de otro tipo.

En cuanto a la gratuidad del disfrute de las prestaciones, ésta se dará en las mismas situaciones en las que se reconoce a los españoles.

Sentado la equiparación de derechos entre los españoles y los extranjeros residentes, nos encontramos con una cuestión práctica de especial relevancia como es la de qué se entiende por residente y, sobre todo, cómo se acredita formalmente esta situación. En este sentido ¿Bastaría el simple empadronamiento del extranjero para considerarlo residente a efectos de cobertura sanitaria?.

En este punto, la redacción del artículo 12 de la Ley de Extranjería parece dar a entender que basta el simple empadronamiento; no obstante, al hablar de residencia habitual (en el que residan habitualmente) podría plantearse otras interpretaciones, dado que la propia normativa de extranjería sólo concibe situaciones de residencia legal e impone la obligación de documentar con los documentos al uso las situaciones de residencia.

Desde un punto de vista práctico aplicado a la gestión, consideraremos acreditada la residencia en las siguientes situaciones:

1. Extranjeros en posesión de tarjeta de identidad de extranjero.

2. Extranjeros comunitarios empadronados y en posesión de certificado de inscripción en el Registro Central de Extranjeros o tarjeta de residencia en régimen comunitario.

3. Extranjeros que acrediten formalmente haber iniciado los trámites administrativos para la obtención o renovación de los documentos de residencia en España, siempre que acrediten su empadronamiento en un municipio español.

4. Se presumirá la residencia en territorio español a las personas que se encuentre en las siguientes situaciones:

·  Pensionistas de la Seguridad Social española

· Trabajadores afiliados a la Seguridad Social y en situación de alta de cotización en alguno de los regímenes de ésta.

· Titulares de formularios E-121, cuando estos se hayan tramitado correctamente ante el Instituto Nacional de la Seguridad Social.

· Titulares de formularios E-109, cuando estos se hayan tramitado correctamente ante el Instituto Nacional de la Seguridad Social.

El empadronamiento en un municipio de la Comunidad Valenciana de un ciudadano extranjero en régimen comunitario que no acredite ser residente mediante certificado de inscripción en el registro o tarjeta de ciudadano comunitario, no atribuye por si mismo la condición de residente habitual en la Comunidad Valenciana a efectos de acceder  gratuitamente a todas las prestaciones sanitarias públicas y deberá aplicarse los mismos criterios que a los ciudadanos acreditados en régimen de estancia como luego se referirá.
EXTRANJEROS NO RESIDENTES

La Comunidad Valenciana es uno de los principales destinos turísticos para extranjeros que deciden acudir al estado español. En el año 2008 se produjeron 5.664.345 visitas que suponen el 9,9% del total del Estado (solo superada por Cataluña 24,7%, Baleares 17,9%, Canarias 16,3% y Andalucía 14,2%).
La situación transitoria de un extranjero en España se define como estancia que es la situación que, en contraposición con residencia, se define por los siguientes supuestos:

· No sea titular de una autorización de residencia.

· Se encuentre autorizado para permanecer en España por un periodo ininterrumpido o suma de periodos sucesivos cuya duración total no exceda de noventa días por semestre a partir de la fecha de la primera entrada.

· Disponga de visado de estancia válido que autorice esta estancia, salvo en los concretos casos en que éste no se exija, o de prórroga de estancia. 

Como regla general, la entrada y permanencia en España de un extranjero para un periodo de tiempo no superior de noventa días (estancia) requiere autorización administrativa (visado de estancia) salvo cuando se trata de nacionales de países a los que se les excepciona de dicha obligación.

Entre la documentación que hay que aportar junto a la solicitud de visado de estancia, el artículo 28 del Reglamento de Extranjería cita:

“d) Un seguro médico que cubra, durante todo el tiempo de su estancia y en la totalidad de los Estados que aplican los acuerdos internacionales de supresión de controles fronterizos en los que España sea parte, los gastos médicos y la repatriación asociados a un accidente o a una enfermedad repentina.”

Asimismo, para la entrada en territorio español se exige al extranjero la acreditación de recursos económicos o medios de vida suficientes para su sostenimiento y el de las personas a su cargo que viajen con él, durante el periodo de permanencia en España (artículo 8 del Reglamento de la Ley de Extranjería y Orden de PRE/1282/2007, de 10 de mayo, sobre medios económicos cuya disposición habrán de acreditar los extranjeros para poder efectuar su entrada en España.

El periodo de estancia inicial (máximo 90 días en un periodo de seis meses desde la entrada) puede ser prorrogado máximo tres meses, previa solicitud del interesado. En este caso, entre los requisitos para autorizar esta prórroga se incluye el de tener suscrito seguro de viaje con la misma cobertura que el necesario para la solicitud del visado de estancia.

Existen, asimismo, situaciones de entrada en España de ciudadanos extranjeros con fines específicos, tales como realizar trabajos de investigación o formación no remunerados laboralmente, o cursar o ampliar estudios en cualesquiera centros docentes o científicos españoles (art. 85 Reglamento).

La acreditación de las estancias de los extranjeros en España, con la salvedad del régimen específico de los nacionales de la Unión Europea que más adelante se expone, se realiza por medio de documentos específicos al efecto, como son:

· Visado, en los casos en que este sea exigible.

· Pasaporte o documento de viaje en el que conste el sello de entrada, en aquellos supuestos de extranjeros que no precisen de la obtención de visado de estancia.

Para situaciones de estancia por estudios o investigación de duración superior a seis meses: tarjeta de estudiante.

Para trabajadores transfronterizos: tarjeta de trabajador transfronterizo.

Ciudadanos extranjeros en RÉGIMEN COMUNITARIO
Como se ha apuntado anteriormente, se aplica un régimen especial para la entrada y permanencia en España de determinados ciudadanos extranjeros, con unas formalidades administrativas distintas del régimen general aplicable. Es el denominado régimen comunitario.
Este régimen comunitario se aplica a las siguientes personas:

1. Nacionales de Estados miembros de la Unión Europea

2. Nacionales de Noruega, Islandia y Liechtenstein.

3. Nacionales de la Confederación Suiza.

4. Nacionales de países distintos de los relacionados en los apartados anteriores 1, 2 y 3, que sean familiares de españoles o de nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, Noruega, Islandia, Liechtenstein y Confederación Suiza, 

Los extranjeros a quienes resulta de aplicación el régimen comunitario se rigen por la legislación de la Unión Europea, aplicándose el régimen establecido en el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, siéndoles de aplicación la ley Orgánica 4/2000 y sus modificaciones  en aquellos aspectos que les pudieran ser más favorables (el Reglamento de la Ley de Extranjería se les aplica con carácter supletorio).

Del régimen comunitario se destaca que las personas a las que se aplica el régimen comunitario tienen derecho a entrar, salir, circular y permanecer libremente en territorio español, previo el cumplimiento de determinadas formalidades.

La entrada en territorio español se efectuará con el pasaporte o, en su caso, el documento de identidad en vigor y en el que conste la nacionalidad del titular, no precisando visado. No obstante, los familiares que no posean la nacionalidad de uno de los Estados miembros de la Unión Europea o de otro Estado parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo necesitarán, además, el correspondiente visado, sin perjuicio de lo dispuesto en tratados o convenios internacionales en los que España sea parte.

En los supuestos en los que la permanencia en España, cualquiera que sea su finalidad, sea de una duración inferior a tres meses, será suficiente la posesión de pasaporte o documento de identidad en vigor, en virtud del cual se haya efectuado la entrada en territorio español.

Independientemente de los tramites necesarios para tener una estancia en España a extranjeros no comunitarios o comunitarios la asistencia sanitaria de los mismos viene reflejada en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero sobre los Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, que en su articulo 12, párrafo 2 se define el derecho a la asistencia sanitaria pública de urgencia ante la contracción de enfermedades graves o accidentes, cualquiera que sea su causa, y a la continuidad de dicha atención hasta la situación de alta médica.
Todo extranjero que se encuentre en territorio español, independientemente de su situación legal, tiene derecho a acceder a los servicios sanitarios públicos cuando concurran las siguientes circunstancias:

· Que se trate de situaciones de urgencia, no necesariamente vital. 

· Que la necesidad de asistencia sanitaria derive de una enfermedad “grave” o accidente. 

Concurriendo las circunstancias anteriores, el extranjero podrá acceder a aquellas prestaciones del Sistema Nacional de Salud que se precisen para atender la concreta situación de necesidad asistencial generada.

Son varios los problemas de interpretación y aplicación práctica de la Ley en este punto. La asistencia de urgencia según la Ley tendrá lugar en los casos de accidentes o enfermedades graves, lo cual plantea una primera cuestión relativa al concepto de urgencia.

El concepto de asistencia sanitaria urgente al que todos los extranjeros tienen derecho sin exigencia de requisito alguno, habría que caracterizarlo como la necesidad de recibir asistencia en los casos de enfermedad en fase aguda o accidente que no admite demora y que se diferencia del derecho de los extranjeros empadronados en que no otorga derecho a tarjeta sanitaria y cesa cuando se ha resuelto el problema "agudo" de salud. 
Por otra parte, la Ley se refiere como límite temporal de la asistencia urgente al momento en que se produce la "situación de alta médica" y al respecto hay que tener presente no identificar "alta médica" con "alta hospitalaria" que se produce con remisión al médico de primaria o al especialista que han de controlar la evolución de la dolencia hasta su curación. 

En definitiva, es posible realizar lecturas distintas de este precepto y la más favorable para el extranjero sería la del derecho a la atención sanitaria para paliar el problema agudo pero que finalizaría con el alta médica por haber agotado las posibilidades curativas del caso, tratando el caso como un único proceso, con independencia de que la asistencia se inicie en un centro hospitalario y después siga en otro ámbito.
Podría calificarse como no necesarias desde un punto de vista médico, entendiendo como tales aquellas en que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando, atendiendo a la duración de la estancia del ciudadano extranjero en la Comunidad Valenciana, la prestación solicitada pueda demorarse hasta la vuelta al país donde esté asegurado el extranjero a efectos de poder recibirla allí,  sin que está demora obligue al mismo a interrumpir su estancia en la Comunidad Valenciana. A estos efectos se tomará como duración máxima de la estancia en la Comunidad valenciana 90 días.

b) Cuando por el tipo de prestación solicitada se pueda deducir fundadamente que el motivo del desplazamiento del extranjero a la Comunidad valenciana es recibir un tratamiento para una patología preexistente.

c) Cuando se trate de realizar pruebas diagnósticas cuya efectiva prestación se realice en un momento temporal que exceda la duración de la estancia en la Comunidad Valenciana.

d) Cuando el tratamiento médico a recibir sea prolongado en el tiempo. 

e) Cuando se soliciten especialidades farmacéuticas de uso hospitalario dispensadas por las Unidades de Atención farmacéutica a pacientes externos (UFPE) para patologías diagnosticadas con anterioridad a la estancia en la Comunidad valenciana y que impliquen un seguimiento y control prolongado en el tiempo. 

En los casos anteriores, no se denegará el acceso a la prestación solicitada pero su realización efectiva y la gratuidad para el usuario se supeditará a la cumplimentación de los trámites siguientes:

1º. Se informará al solicitante de las prestaciones o, tratándose de menores de 18 años, a sus representantes, que la prestación que se solicita puede no estar cubierta por el documento de derecho que aporta (tarjeta sanitaria europea, certificado provisional sustitutorio) y por tanto no estar financiada por la institución de seguridad social por la que está asegurado, especificando el motivo.

2º. Asimismo se le informará de la necesidad de solicitar de la institución de seguridad social por la que está asegurado (dato que aparece en el documento de derecho) la expedición de un formulario E-112 que expresamente autorice la prestación, o en su defecto, confirmación escrita por la misma de que se asume económicamente el coste de la prestación con cargo al documento de derecho. 

Asimismo, se informará al solicitante que la falta de aportación de la documentación detallada en el apartado anterior implicará la no gratuidad de la prestación solicitada y la obligación de asumir el pago de la misma.

La no concurrencia de las circunstancias anteriores   (urgencia/enfermedad grave o accidente y falta documental) no impide la posibilidad de acceso del extranjero a las prestaciones sanitarias, con la condición de “paciente privado” (artículo 16 Ley General de Sanidad), si bien en este caso se estará a lo dispuesto respecto de este tipo de pacientes.

MENORES EXTRANJEROS QUE SE ENCUENTRAN EN ESPAÑA

Tienen derecho a acceder a los servicios sanitarios públicos y recibir las prestaciones que integran el catálogo de prestaciones del sistema nacional de salud recogido en la ley de Cohesión y Calidad del SNS, en las mismas condiciones que los menores de nacionalidad  española. En consecuencia:

Equiparación plena respecto de los ciudadanos españoles en cuanto al acceso a los servicios sanitarios y a las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.

No se condiciona el acceso a las prestaciones a la concurrencia de requisito alguno.

Tienen derecho a acceder a todas las prestaciones del catálogo establecido en la Ley de Cohesión y Calidad del SNS:

Atención primaria

Atención especializada

Prestaciones farmacéuticas.

Asistencia sociosanitaria.

Prestaciones 

El acceso se realiza en las mismas condiciones y con los mismos requisitos exigidos a los menores españoles, no pudiendo existir discriminación alguna por razón de nacionalidad o de otro tipo.

MUJERES EMBARAZADAS QUE SE ENCUENTREN EN TERRITORIO ESPAÑOL. DERECHO A LA ASISTENCIA SANITARIA DURANTE EL EMBARAZO, PARTO Y POSTPARTO.

La Ley establece que las mujeres extranjeras en estado de gestación tendrán derecho a la asistencia sanitaria sin más condición que encontrarse en España. La asistencia sanitaria se producirá durante el embarazo, el parto y el posparto. No dice en este caso que dicha asistencia haya que prestarla en las mismas condiciones que la que se presta a las españolas, pero así debería entenderse. 

La embarazada extranjera tendrá derecho a recibir el mismo tratamiento y las mismas prestaciones sanitarias que la española, aunque en este caso con un horizonte temporal limitado a la fecha en que se considere finalizado el período del post-parto a efectos médicos. 

Por otra parte, el recién nacido tiene derecho (desde que nace y hasta su mayoría de edad) a la asistencia sanitaria, lo cual resulta paradójico, pues el hijo tiene derecho a la asistencia sanitaria sin más y la madre no.

EXTRANJEROS EN SITUACION IRREGULAR EN LA COMUNIDAD VALENCIANA: LA TARJETA SOLIDARIA

En el ámbito de la Comunidad Valenciana, el DECRETO 26/2000, de 22 de febrero, del Gobierno Valenciano, por el que se establece el derecho a la asistencia sanitaria a ciudadanos extranjeros en la Comunidad Valenciana y se crea la Tarjeta Solidaria, establece:

 Artículo 2: 2.1. Los extranjeros que se encuentren en la Comunidad Valenciana inscritos en el padrón del municipio en el que residan habitualmente tienen derecho a la asistencia sanitaria en las mismas condiciones que los españoles.

2.2. Los extranjeros no empadronados que se encuentren en la Comunidad Valenciana tienen derecho a la asistencia sanitaria pública de urgencia ante la contracción de enfermedades graves o accidentes, cualquiera que sea su causa, y a la continuidad de dicha atención hasta la situación de alta médica. No obstante lo anterior, la Consellería de Sanidad ampliará la cobertura sanitaria para este colectivo, cuando carezca de recursos económicos, a las condiciones señaladas en el apartado 2.1, mientras normalizan su situación administrativa.

El artículo 3 dispone que con objeto de delimitar, correctamente, la cobertura de las prestaciones asistenciales y farmacéuticas para este colectivo, se hace necesario que en el informe realizado por los trabajadores sociales, o por las organizaciones no gubernamentales (ONG) legalmente reconocidas en el ámbito sanitario, figure específicamente la presencia o ausencia de medios económicos de cada caso.

Para instrumentalizar los extremos recogidos en el artículo 2 se crea la Tarjeta Solidaria. La obtención de la Tarjeta Solidaria para extranjeros no empadronados se realizará por las unidades de Afiliación y Validación de la Consellería de Sanidad, una vez recibida la solicitud a través de los trabajadores sociales, tanto de los centros sanitarios como de los ayuntamientos. Las unidades de Afiliación y Validación expedirán una tarjeta con carácter temporal por un periodo de un año, que podrá ser ampliado cuando se demuestren causas objetivas que hayan podido dificultar el proceso de normalización administrativa. Las ONG legalmente reconocidas en el ámbito sanitario podrán participar en la entrega y distribución de las tarjetas.

LEY DE ASEGURAMIENTO DEL GOBIENO VALENCIANO

La Ley de Aseguramiento Sanitario del Sistema Sanitario Público de la Comunitat Valenciana, desarrolla las bases y los principios de coordinación señalados por el Estado en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, y en la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud, estableciendo las condiciones para el acceso universal al Sistema Nacional de Salud de todas las personas dentro del ámbito de la Comunitat Valenciana. En esta Ley se regula:
A. El Sistema de Información Poblacional de la conselleria de Sanidad y la Tarjeta Sanitaria Individual de la Comunitat Valenciana.

B. Los requisitos para el acceso a las prestaciones sanitarias del sistema sanitario público de la Comunitat Valenciana según los grupos y modalidades de aseguramiento.

C. Las prestaciones sanitarias a que da derecho cada modalidad de aseguramiento y el régimen de financiación pública de las mismas.

En la ley se definen cuatro posibilidades de aseguramiento con derecho a la prestación:

Grupo 1. Protección estatal
Grupo 2. Protección autonómica (incluye los colectivos en los que la Comunitat Valenciana decide ampliar protección: tarjeta solidaria).

Grupo 3. Desplazados de otra Comunidad Autónoma o País.

Grupo 4. Privados (incluye los que carecen de acreditación y las personas titulares y beneficiarias de los regímenes especiales de la Seguridad Social gestionados por las mutualidades administrativas que hayan optado por recibir las prestaciones sanitarias a través de entidades diferentes a la red sanitaria pública).

Las diferentes modalidades expresan diferentes posibilidades de financiación y definición de acreditación. Las modalidades 1 al 3 están presupuestadas en la comunidad con independencia del derecho a reclamación del coste de la prestación en el grupo 3, ya sea por compensación por desplazados (en el caso de otras CCAA) o por estancias en nuestra comunidad con derecho a compensación.

Las personas del grupo “privado” podrán acogerse al reciente decreto 149/2009, de 25 de septiembre, del Consell, por el que se regula el convenio de asistencia sanitaria a 

pacientes privados, que permite “asegurar” a este grupo mediante cuotas anuales.

En todos los casos el Sistema de Información Poblacional (SIP) y el documento acreditativo (tarjeta SIP) es el documento de asistencia con independencia del garante de asistencia.
RESUMEN

La Comunidad Autónoma Valenciana ha sufrido un crecimiento demográfico insospechado hace unos pocos años. En gran parte el mismo se ha debido a movimientos migratorios internos y externos. Si bien el reajuste poblacional es hoy un elemento reivindicativo de nuestro gobierno para la redistribución financiera de los recursos (la CV representa el 0,9% mas del Estado Español que hace 10 años), que nos obliga a mantener niveles de gasto publico mas elevado en nuestra comunidad que en otras en términos porcentuales (la CV dedica a sanidad el 39,6% de su presupuesto siendo la de mayor impacto del estado) sin llegar a alcanzar un gasto per capita adecuado (la CV es la menor con un gasto de 1117 e / habitante). Además hemos podido observar como nuestra comunidad a crecido tanto en residentes nacionales como en aquellos que consumen recursos de los servicios de la comunidad (principalmente sanitarios) sin participar de su sostenimiento, ya sea por residencia no regularizada (en caso de extranjeros comunitarios), residencia sin recursos o ilegal (que reciben servicios solidarios de forma regulada) o estancias no compensadas o con abuso de los recursos existentes en nuestra comunidad pero no en la cartera de servicios del estado de procedencia (el llamado turismo sanitario).

Las medidas para regularización administrativa de los residentes comunitarios, el control de la asistencia de los comunitarios u otros extranjeros que efectúan estancias en nuestra comunidad y solicitan prestaciones que no son urgentes o vitales y la procedencia de la concesión de prestaciones solidarias, pero también los controles de facturación en aquellos que debe efectuarse la misma (compensación a otros estados, desplazados, mutualidades y seguros) se imponen como elementos necesarios contra la insuficiencia económica.

